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			CAPÍTULO PRIMERO


			EL EUROPEÍSMO, HOY

			QUO VADIS EUROPA?

			Nada más conocerse los resultados provisionales de las elecciones al Parlamento europeo el 25 de mayo de 2014 muchos analistas hablaron de una Unión en estado de shock. La participación en las urnas (43,1 por 100) fue similar a la de 2009, la movilización de las fuerzas políticas había sido mucho más intensa y, sin embargo, los líderes europeos fueron incapaces de lograr que un número significativamente mayor de votantes acudiera a los colegios electorales. Ni siquiera Croacia, que tanto empeño había puesto en incorporarse a la Unión, se mostró entusiasta a la hora de votar: solo lo hizo una cuarta parte de sus ciudadanos. Aun cuando los partidos mayoritarios —y moderados— iban a mantener el control de la cámara, pocos habían imaginado un avance tan arrollador de esa sopa de siglas euroescépticas, en los extremos del arco político. Ello no obstante, el 70 por 100 de los 751 diputados elegidos formaban parte de las listas de los firmes partidarios de la integración. Con sus exiguos 213 diputados, lejos de la mayoría absoluta, el Partido Popular Europeo vencía, pero se dejaba vaciar de representantes respecto a la convocatoria anterior. Por su parte, el grupo socialista obtenía 190 escaños y no lograba capitalizar la caída del centro-derecha. Dentro de las fuerzas tradicionales fueron los Liberales, a quienes se había augurado una debacle, los que mejor aguantaron la jornada al obtener 64 escaños, seguidos por los Verdes con 53.

			Los candidatos a presidir la Comisión habían insistido durante la campaña en que, por su trascendencia institucional, las elecciones del 25 de mayo iban a ser diferentes de todas las celebradas hasta entonces, y realmente lo fueron, aunque con toda seguridad en un sentido distinto del previsto. La crisis económica, los problemas del euro, el desencanto ante las políticas de austeridad y el cansancio de los votantes por la falta de efectividad de las medidas tomadas en sus respectivos países para reducir las tasas de paro y mejorar la economía fueron factores concurrentes que golpearon con dureza a las alternativas políticas más asentadas en el panorama europeo.
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			Jean-Claude Juncker, presidente de la Comisión Europea.

			En Francia la inquietud se tornó en profundo nerviosismo al comprobarse con estupor que el Frente Nacional, capitaneado por Marine Le Pen, triunfaba en los comicios con el 25 por 100 de los votos y pasaba de 3 a 24 eurodiputados. Mientras, el Partido Socialista se hundía después de dos años de gobierno: solo alcanzó el 14,3 por 100 de los sufragios, un resultado que Manuel Valls, el flamante primer ministro, denominó «seísmo político». Al otro lado del Canal, y con una participación del 36 por 100, sorprendentemente elevada para lo que era habitual, el profundamente antieuropeo Partido por la Independencia del Reino Unido, liderado por Nigel Farage, también salía vencedor de las elecciones, dejando atrás a laboristas y conservadores y relegando a los liberal-demócratas de Nick Clegg al quinto puesto, un hecho muy revelador si consideramos que este partido había mantenido el discurso más favorable a la implicación británica en la Unión Europea, la opción propiamente europeísta.

			Otras organizaciones eurófobas o euroescépticas, con vitola de extrema derecha, habían recibido de igual manera un apoyo notable del electorado, casos del Partido de la Libertad holandés, de la Liga Norte italiana y de Interés Flamenco en Bélgica. En Grecia, la coalición de izquierda radical Syriza terminaba con cuatro décadas victoriosas de los partidos tradicionales: el socialista Pasok y el conservador Nueva Democracia. En definitiva, ese 20 por 100 de voto canalizado hacia partidos de carácter extremista era preocupante aun cuando no pusiera en entredicho el futuro de la Unión. Más inquietante todavía era la entrada en el Parlamento de grupos inequívocamente neonazis como Amanecer Dorado en Grecia, Ataka (Unión Nacional Ataque) en Bulgaria, Jobbik (Movimiento por una Hungría Mejor) y el Partido Nacional Demócrata alemán.

			Respecto a la participación, los niveles de abstención, sobre todo en Europa central y oriental, eran difícilmente asumibles: 87 por 100 en Eslovaquia, 80,5 por 100 en la República Checa, 79 por 100 en Eslovenia, 77,3 por 100 en Polonia. Estos escandalosos datos ofrecían un panorama decepcionante para países en donde la transición y consolidación democráticas habían discurrido unidas al proceso negociador con las Comunidades.

			La cumbre informal de jefes de Estado y de gobierno celebrada el martes 27, dos días después de la cita electoral, reunió a los principales mandatarios europeos durante más de cinco horas. El desasosiego por los resultados del domingo y la fractura entre los Veintiocho eran evidentes y quedaron confirmados en la toma de posición ante el nombramiento del presidente de la Comisión. La rotunda negativa de David Cameron a dar el visto bueno británico al conservador luxemburgués Jean-Claude Juncker por considerarlo excesivamente «europeísta» ponía sobre la mesa las profundas discrepancias dentro de la propia familia conservadora para consensuar un candidato. Unas semanas antes Cameron había logrado el compromiso de Hungría con sus tesis anti-Juncker, además de desplegar una inusitada actividad en otras capitales europeas con el fin de obtener más apoyos. Por lo que a España se refiere, Mariano Rajoy dejó patente en la reunión su ya conocida defensa del candidato luxemburgués, además de ser explícito respecto de las directrices que a su entender debía asumir la Unión para los años siguientes: crecimiento económico y política de empleo, energía e inmigración.

			Para salir del estancamiento —o, incluso, para algunos, parálisis— de la iniciativa comunitaria, nada mejor que abrir el nuevo periodo con una batería de medidas cuya repercusión en todos los ámbitos de la sociedad fuera un acicate para las propias instituciones de la Unión. Al menos, así pensaba la mayoría de los representantes europeos. La primera dificultad estribaba en poner de acuerdo a esta mayoría para sacar adelante la elección de sendos presidentes de la Comisión y el Parlamento. Ni Jean-Claude Juncker ni el socialista Martin Schulz podían encontrar en los pequeños partidos apoyos suficientes para resultar elegidos: el escenario postelectoral imponía que se avinieran entre las dos grandes fuerzas parlamentarias. Y así fue, a pesar de algunos díscolos como el PSOE del nuevo secretario general Pedro Sánchez, el cual —quizá para afianzarse a sí mismo en su recién estrenada responsabilidad— obligó a los eurodiputados socialistas de su país a romper el compromiso previo no votando la candidatura de Juncker. En todo caso, parecía que el obligado entendimiento entre el centro-derecha y la socialdemocracia tendería a flexibilizar las políticas de austeridad, aumentar los controles financieros e introducir un matiz más social en la estrategia futura de la Unión. Los retos inmediatos eran, además, numerosos y de gran calado; entre otros, concretar con claridad una política capaz de reducir la dependencia energética, redefinir las relaciones con Rusia, concluir el tratado comercial con Estados Unidos e impulsar las políticas de integración en un momento de euforia del euroescepticismo.

			Como hemos apuntado, las fuerzas antieuropeas, con una profunda carga populista, se llevaron la mejor parte en uno de los países más proeuropeos, Francia, y en uno de los menos, Reino Unido. Indudablemente, el castigo a las formaciones políticas consolidadas podía explicarse en parte en clave nacional, pero el extendido malestar de los ciudadanos también se correspondía con la falta de tino de las instituciones comunitarias a la hora de enfrentarse a una de las crisis económicas más graves vividas en suelo europeo.

			Y ¿qué ocurrió en España? En España la participación fue ligeramente superior a la de 2009 al subir del 44,87 por 100 al 45,85 por 100, casi un punto porcentual. Lo más destacado de la jornada fue el descalabro del bipartidismo y la fragmentación del voto. No avanzaron los partidos antieuropeístas ni la extrema derecha, pero entraron con fuerza algunas alternativas nuevas. Aunque la victoria se decantó hacia el Partido Popular, el descenso de votos demostraba el hartazgo de una parte de la población ante las políticas desplegadas durante los dos años y medio de gobierno: del 42,12 por 100 de 2009 había pasado al 26,05 por 100. No le fue mejor al PSOE, frustrados muchos de sus tradicionales apoyos por la permanente crisis interna y la insolvencia de su oposición: del 38,78 por 100 descendió al 23 por 100. Entre 2009 y 2014 una y otra formaciones habían perdido la confianza de cinco millones de ciudadanos. El 80 por 100 alcanzado por el voto conjunto en aquella fecha se veía ahora reducido a menos del 50 por 100, un umbral simbólico.

			En su comparecencia pública M.ª Dolores de Cospedal, secretaria general de los populares, se mostró sonriente por la victoria de su partido en su particular contienda con el PSOE, algo insuficiente para muchos de sus compañeros, que no pudieron ocultar su decepción. Por su parte, el PSOE había cosechado las peores cifras en su historia reciente: la secretaria de organización y número uno en las listas europeas, Elena Valenciano, hubo de admitir sin paliativos los desastrosos resultados. La consecuencia inmediata sería la renuncia del histórico líder socialista, Alfredo Pérez Rubalcaba, a su cargo de secretario general, una decisión que abrió las puertas a un congreso extraordinario para cambiar la directiva del partido. En su lugar saldría elegido, como hemos visto, Pedro Sánchez.

			A continuación en la lista de votados figuraban Izquierda Unida, que rozó el 10 por 100 de los sufragios, y UPyD, con el 6,5 por 100, subidas importantes aunque no tanto como las esperadas por estas organizaciones. La gran sorpresa vino de la mano de Podemos, una formación suscrita en el registro de partidos el 11 de marzo anterior: en tan solo tres meses había ganado cinco escaños; casi 1,2 millones de españoles le habían otorgado su confianza, esto es, el 7,96 por 100 de los votos escrutados. La variopinta organización, que había dado su primer mitin de campaña en Berlín para un auditorio de «expatriados» por la crisis, se hacía con un voto transversal, de indignación por la incapacidad de los gobiernos de remontar la depresión económica y social, y que se nutría en buena medida del caldo de cultivo desarrollado a partir de las manifestaciones del 15 de mayo de 2011.

			Con estos resultados electorales, la acendrada tradición europeísta española podía sufrir menoscabo, al menos, en el sentido de que ahora muchos ciudadanos entendían mermada su capacidad efectiva de decisión como consecuencia del momento que atravesaban las instituciones europeas. La crisis del euro había mostrado con crudeza cómo medidas trascendentales, de impacto directo en la vida cotidiana, provenían de fuera, incluso de más allá de Bruselas: de unos mercados evanescentes pero que a la vez, por su aplastante influencia, determinaban las políticas europeas. Además, durante décadas los gobiernos nacionales habían transferido poderes a la Unión sin que esta acertase a dar soluciones contrastadas a los desafíos existentes. El mayor de estos, la incentivación de la economía y la creación de empleo, no terminaba de llegar a nuestro país, o esa era la impresión. Como el resto de los ciudadanos europeos, los españoles perdían confianza en unas instituciones comunitarias que por otro lado siempre habían considerado muy lejanas. En el año 2007, poco antes de desatarse la crisis, el 65 por 100 de los encuestados en España otorgaba su confianza a la Unión Europea frente al 23 por 100 que no lo hacía. Seis años después, en 2013, el porcentaje de aquellos había descendido bruscamente al 21 por 100 frente al 71 por 100 de quienes decían desconfiar de la Unión (Torreblanca, 2014, 27).

			En estas circunstancias, el acuerdo generalizado entre los agentes políticos, sociales y económicos a favor de la integración plena en Europa, que había operado desde los inicios de la transición democrática y que había contado con la anuencia de la población, parecía peligrar. Una vez fallecido el general Franco, el estrecho vínculo entre democratización y europeización, generador de ese amplio consenso, había neutralizado la aparición de posiciones críticas y conducido el debate hacia los mayores o menores beneficios producidos por nuestra pertenencia a las Comunidades, esto es, hacia posiciones más o menos matizadas pero siempre dentro de una perspectiva favorable. La incorporación al euro había supuesto un hito en este proceso en tanto en cuanto los ciudadanos españoles lo acogieron con un entusiasmo mucho mayor que la media del resto de sus socios.

			En esta trayectoria proeuropea pero acrítica debemos situar la reacción española a la crisis económica, una de cuyas consecuencias ha sido sacudir de raíz la extendida opinión de que de Europa solo pueden llegar beneficios. La falta, entre la población, de un conocimiento preciso de los procesos de toma de decisiones en el ámbito comunitario, de la propia naturaleza y funcionamiento de sus instituciones —percibidas, decíamos antes, como algo distante y oscuro—, ha alterado la visión que de ellas se tenía hasta convertirlas en el imaginario colectivo en unos meros aparatos burocráticos, dedicados a sus exclusivos intereses de pervivencia. De repente, muchos españoles han advertido cómo, por ejemplo, el Banco Central Europeo y la Troika, que no son precisamente un paradigma democrático, tienen atribuidas unas enormes competencias cuya influencia es determinante en las actuaciones del Gobierno nacional, que sí ha sido elegido en las urnas.
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			Podemos irrumpe con fuerza en el Parlamento Europeo.

			La Europa surgida de la crisis muestra un semblante muy poco alentador, menos identificado con el bienestar socioeconómico y la extensión de los derechos de ciudadanía y más con el sometimiento de los Estados miembros al cumplimiento estricto de las exigencias derivadas del ajuste y la austeridad. En España, la desconfianza ante las instituciones estatales por su escaso acierto para remontar la crisis, la extensión insoportable de la corrupción y el fortalecimiento de los movimientos secesionistas discurren junto a la mengua de esperanza en los organismos de Bruselas. El manoseado pero efectivo aserto de Ortega «España es el problema; Europa, la solución», seguido al pie de la letra por los próceres de la Transición, tan útil para anclar el país en un sistema democrático sólido e integrador, parece agostado. Los retos que afronta España en el ámbito territorial o económico son en parte similares, en parte diferentes de los de sus socios, pero ninguno de ellos adquiere una caracterización tan nítida como para ser considerado idiosincrático, propio de su naturaleza como nación. Afortunadamente, la concepción simplista y mecánica de la Unión Europea como panacea de todos los males, eficaz en su estrategia de aumentar el bienestar, se ha disipado. Al igual que el resto de los europeos, el ciudadano español tendrá que analizar con más cuidado qué opción política hace más compatibles sus aspiraciones con las posibilidades reales de progreso y tomar así conciencia de una Europa que, por abierta y plural, adopta en cada decisión una política que puede beneficiar los intereses que le conciernen, pero también perjudicarlos.

			EUROPA COMO SOLUCIÓN Y COMO PROBLEMA


			Entre 1982 y 1996, durante los años en que el Partido Socialista se mantuvo en el poder bajo el liderazgo de Felipe González, el Gobierno español tuvo en el capítulo comunitario uno de sus principales focos de atención. En primer término, esto fue así porque Madrid hizo frente al proceso final de negociaciones para la incorporación de España a la CEE. En segundo lugar, el ejecutivo, todavía con la euforia de la adhesión, tuvo que desperezarse con premura para participar en el proceso de ampliación al Norte —concluido con la entrada en 1995 de Austria, Finlandia y Suecia— y, sobre todo, para no perder fuerza en los órganos de decisión y defender sus intereses en la complicada ampliación al este de Europa. Tras la caída del Muro de Berlín había que estar muy atento a los profundos cambios del panorama internacional en general, y del europeo en particular, para adecuar la política española a los nuevos tiempos, ya que no siempre se cumplía la siguiente afirmación de Carlos Westendorp, secretario de Estado de Asuntos Europeos con Felipe González: «[Queríamos] lo mejor para Europa, porque siempre era lo mejor para España» (cit. en Trouvé, 2008, 487). Nuestro país corría el riesgo de volver a la periferia muy poco después de haber alcanzado su meta integracionista, por lo que durante las negociaciones para la adhesión de los antiguos países comunistas, aun manteniendo un discurso netamente proeuropeo, el Gobierno defendió los intereses nacionales con grandes dosis de pragmatismo.

			La política exterior española había dado pasos decididos hacia su europeización; al incorporar a la agenda europea muchos de sus intereses, también estos habían tendido a fundirse con aquella. La dimensión económica se unió a la posición española de avanzar mediante pasos cautelosos pero firmes en la línea de una integración política y social efectiva. Así, la más destacada aportación de los negociadores españoles a Maastricht fue la cohesión económica y social, incluida en el Tratado de la Unión como uno de sus objetivos. Respecto a la aceptación de dicho principio, España fue inflexible —gracias no solo a la posición asumida por la Moncloa, sino también al acuerdo unánime alcanzado en el Congreso de los Diputados a finales de noviembre de 1991— hasta el punto de que el Gobierno amenazó con paralizar el proceso de Maastricht si no se satisfacía su demanda. Tampoco fue desdeñable el empeño por avanzar en la integración a través de la Política Exterior y de Seguridad Común: en definitiva, cabía entender la política exterior dentro de una más amplia dimensión propia del proceso de integración en el que España, como el resto de sus socios, estaba imbricada.

			Podría afirmarse, pues, que en las décadas en que ha pertenecido a las Comunidades y luego a la Unión Europea España ha tenido éxitos indudables al incorporar a la agenda de Bruselas materias de relevancia para sus intereses y proyección internacional, sobre todo en lo referente a la seguridad en el área mediterránea y a las relaciones con América Latina. Por su parte, los ejecutivos nacionales han apostado por la europeización progresiva al incluir en su plan de acción políticas de la UE que en principio no formaban parte de sus intereses más inmediatos, como sucedió en el caso de la ampliación al Este.

			Además, las estimaciones del eurobarómetro indicaban a principios del nuevo siglo la extendida aceptación, en España, del proceso de construcción europea. En su detallado estudio sobre la europeización de la opinión pública nacional, Belén Barreiro e Ignacio Sánchez-Cuenca concluían que «los ciudadanos españoles son proeuropeos, pero es dudoso que se hayan europeizado» (2001, 49): los españoles apoyaban las políticas europeístas de forma vaga, pues valoraban la integración fundamentalemente desde una óptica nacional.

			En el año 2000 el Gobierno del Partido Popular trató de mejorar en Niza su capacidad de decisión e influencia en el Consejo, pero la perspectiva cada vez más cercana de la ampliación al Este y la pérdida relativa de fuerza del Consejo en favor del Parlamento Europeo a causa de la extensión del procedimiento de codecisión minimizaron los logros españoles en el proceso negociador. Aun así, gracias a lo acordado en la Conferencia Intergubernamental de 2004, eran cuatro Estados, como mínimo, los que tenían que ponerse de acuerdo a la hora de bloquear una decisión, lo cual favorecía las oportunidades de España para ser determinante en las minorías de bloqueo y restar así capacidad de influencia a los tres grandes. Durante esta segunda legislatura de Aznar el apoyo al eje franco-alemán se desplazó hacia las Islas Británicas; sin duda, su comprometido atlantismo le convenció de que España podía desempeñar un papel menos secundario en Bruselas si estrechaba lazos con el Reino Unido.

			A partir de la crisis provocada en 2007 por las subprime en Estados Unidos y después de una década de crecimiento medio de la economía española del 3,8 por 100 al año, el estado de cosas cambió radicalmente. Los estragos comenzaron a palparse en el sector inmobiliario, una pieza clave en el engranaje económico del país. Fundamentada, como en presidencias anteriores, en fortalecer el peso de España en las decisiones comunitarias, la política europea de Rodríguez Zapatero se trastocó en una pérdida no solo de fuerza en Bruselas, sino de soberanía. El espectacular giro de su política económica en mayo de 2010 fue la obligación impuesta menos deseada por quien quería pasar a la Historia como progresista.

			Los años de Zapatero contrastaron vivamente con la fuerza europeísta de González y Aznar, a pesar de las importantes diferencias de apreciación existentes entre estos dos últimos. El colofón fue la presidencia del primer semestre de 2010, completamente olvidada e incluso postergada mientras transcurría, por tratarse de la primera que contó con un presidente estable del Consejo Europeo en un momento en que la crisis económica quebraba la imagen de España como país próspero.

			La crisis económica constriñó el peso político de España en la Unión y, en un proceso paralelo, el de esta en el concierto internacional. Como ha señalado José Ignacio Torreblanca, «en un continente con 27 Estados miembros que acostumbran a discutir hasta la extenuación sobre todo, esta rara unanimidad sobre el declive de Europa no deja de llamar la atención» (2011, 29). Las intervenciones públicas de los presidentes norteamericano y chino durante aquellos años fueron reiterativas a la hora de aconsejar la adopción de medidas en la zona euro en su conjunto, y en concreto en determinados Estados, con el fin de salir lo más rápidamente posible de la situación de recesión y desánimo generada. Si España perdió fuerza en Bruselas tras la ampliación al Este, con la profundización de la crisis se hizo oír cada vez menos, en sintonía con la diluida imagen de Europa como actor decisivo en el escenario internacional.

			A la altura de 2014 los logros alcanzados deben reconsiderarse a la luz de las nuevas circunstancias internacionales, así como de la profunda crisis económica en la que está sumido nuestro país. Respecto al escenario mundial, a las regiones consideradas prioritarias por la Moncloa se añaden China, el área subsahariana e, incluso, el Sudeste asiático, ámbitos todos ellos donde o bien los intereses económicos o la urgencia de responder a los problemas derivados de la inmigración ilegal amplían las miras de la estrategia de España, más aún cuando su impulso a la política europea para el Mediterráneo y América Latina ha tendido a debilitarse durante estos últimos años. Pensemos, por ejemplo, en los escasos resultados prácticos del Proceso de Barcelona, no tanto por la inacción de las autoridades comunitarias como por la mínima receptividad de las clases dirigentes de los países mediterráneos de África a la hora de sacar de las ventajas ofrecidas por Bruselas rendimientos positivos para sus respectivas poblaciones.

			En el otro lado del Atlántico puede detectarse una tendencia similar:

			Para España, América Latina representaba una oportunidad de adquirir la visibilidad internacional de la que, por su pasado reciente, carecía, además de una fuente de oportunidades económicas. Para América Latina, España proporcionaba, vía Europa, un vínculo al mundo alternativo al tradicional y problemático estadounidense [...]. Casi dos décadas después, América Latina, producto de su éxito, ya no necesita a España para estar en la globalización, aunque, curiosamente, España sí necesita a América Latina para ser global (Torreblanca, 2010, 59).

			El Tratado de Lisboa, en vigor desde el 1 de diciembre de 2009, identificaba a la Unión Europea con un «actor global», considerando su influencia política y económica en el mundo. En consecuencia, parecía necesaria una reformulación de la acción exterior española —como de la del resto de países miembros— para ahondar en la coordinación de dichas políticas dentro de la PESC y también mediante el alto representante de la Unión para Asuntos Exteriores y Política de Seguridad. En este sentido, aunque se produzca una pérdida de peso específico, la europeización de las políticas a través de la PESC debería servir en el caso español para multiplicar los efectos positivos. En cualquier caso, tampoco hay dudas de que el ejecutivo español, aun cuando avance en la europeización de su política exterior, preserve a su vez una autonomía de acción si los intereses nacionales así lo demandan. Por otra parte, el Tratado asumía el dilatado empeño español por recoger en los documentos europeos más importantes la lucha contra el terrorismo, un empeño que desde los tiempos de Felipe González y José María Aznar continuó con Rodríguez Zapatero.

			A pesar de los cambios políticos, de la complejidad del sistema de poder territorial y de las crisis económicas, hasta el presente año la sociedad española no había dado muestras de euroescepticismo en el grado de tantos otros países europeos. Este sentir mayoritario tuvo su reflejo en que ni los principales partidos ni las organizaciones sindicales o económicas más importantes pusieron en tela de juicio la permanencia de España en el club europeo. Una encuesta realizada por Analistas Socio-Políticos en septiembre de 2011 ofrecía muy pocos cambios respecto, por ejemplo, de la opinión que merecía el euro a los españoles en 1997: la mitad de los encuestados afirmaba que la moneda única otorgaba un valor mayor al hecho de ser europeo, y prácticamente la misma proporción estaba de acuerdo con que era la divisa fuerte, necesaria para afrontar los retos del siglo XXI (Pérez-Díaz, 2012, 39).

			A propósito de la compleja estructura organizativa del Estado, a la que acabamos de aludir, esta influyó, como cabía esperar, en el ánimo de los máximos responsables de las comunidades autónomas para presionar a Madrid con la pretensión de desempeñar un peso relevante en la acción exterior. Si bien es cierto que según el artículo 149.1.3 de la Constitución el Estado es el único al que compete dirigir las relaciones internacionales, la sentencia del Tribunal Constitucional 165/1994 determinó que dicho artículo fuera interpretado con flexibilidad. Quedaba así expedita la vía de intervención de los entes territoriales autonómicos en Bruselas, una nota característica recogida en las reformas estatutarias aprobadas algunos años después. No había duda de que las decisiones comunitarias tenían un gran impacto en el devenir de los territorios integrantes del Estado y, por tanto, considerando la particularidad de la organización autonómica, aquellos estaban muy atentos a las decisiones adoptadas por las autoridades de la Unión.

			Al respecto, el principal órgano de influencia en el proceso de toma de decisiones del Gobierno central fue desde 1989 la Conferencia de Asuntos Relacionados con las Comunidades Europeas. Bruselas fue asumiendo la importancia de los actores subestatales para el futuro del continente y en 1992 creó el Comité de las Regiones con el fin de acoger los intereses de estas entidades e implicarlas en el desarrollo de la política europea. El Tratado de Maastricht supuso un espaldarazo definitivo a esta idea, plasmada, de manera muy resumida, en el hecho de que debe consultarse a las autoridades regionales y locales cuando se trate de asuntos que afecten directamente a los territorios que representan. Por su parte, el Tratado de Lisboa llevó a cabo un reconocimiento todavía más explícito y rotundo de la autonomía subestatal al reforzar la necesidad de contar con el concurso de las regiones para la buena marcha del proyecto europeo; así se adecuaba mejor a la realidad española en la medida en que valoraba el principio de proximidad a los ciudadanos en la gestión diaria realizada por estas entidades. Con todo,

			vista en su conjunto, la acción exterior autonómica en sí, y en sus relaciones con la política exterior dirigida por el Gobierno, ofrece una imagen desordenada; con proliferación de recursos cuyo uso, para ser eficiente, requiere ser mejorado necesariamente; mal articulada en la defensa de los intereses generales de España y fuente potencial de conflictos, especialmente en lo que respecta a los elementos simbólicos o de imagen exterior del país (García Pérez, 2011, 732).

			Dentro de un marco comunitario con una Comisión y Parlamento cuyas competencias se habían visto fortalecidas, como hizo en sus prerrogativas la presidencia estable del Consejo, era evidente que la acción de los gobiernos nacionales debía adaptarse a la realidad salida de Lisboa para hacer más efectiva su tarea a la hora de influir en Bruselas. La complejidad mayor de los intereses cruzados en los órganos de decisión, la impronta de los variados y dispares grupos de presión en las instituciones, la proliferación de actores subestatales, el juego institucional y un sinfín de factores obligaban a redefinir constantemente los objetivos para que, sin olvidar los ejes principales de actuación, los gobiernos no quedasen marginados de los procesos de toma de decisiones. En el caso de España, destacó al respecto la importancia de la Secretaría de Estado para la Unión Europea del Ministerio de Asuntos Exteriores y Cooperación, cuyas tareas se vieron ampliadas extraordinariamente en los últimos años del Gobierno de Rodríguez Zapatero. No solo trataba con la Comisión y el Parlamento europeos a la vez que desarrollaba las líneas de trabajo sobre el proceso integrador (estrategia sobre la reforma de las instituciones, política de vecindad, etc.), sino que también mantenía la relación con los ciudadanos para informarles de primera mano sobre las cuestiones derivadas del hecho de pertenecer a la Unión Europea. Como las materias comunitarias son tan variadas y afectan al día a día de más de un ministerio, la citada Secretaría coordinaba y estimulaba las distintas políticas con destino a Europa elaboradas en cada departamento ministerial. No les faltaba razón a los profesores Carlos Closa e Ignacio Molina al afirmar que en un futuro inmediato convendría dotar de mayor peso dentro del Gobierno a la Secretaría de Estado para la UE con el fin de evitar los problemas provocados por la divergencia de perspectivas que sobre un mismo tema mantienen unos u otros órganos de la Administración, lo cual provoca una flagrante falta de criterio unificado y proyecta en el extranjero una imagen poco solvente del país (2010).

			A todos estos desafíos, y dentro de un marco económico profundamente deteriorado, hubo de dar respuesta el Gobierno de Mariano Rajoy surgido de la victoria electoral de su partido en noviembre de 2011. Tanto siendo candidato como tras asumir la presidencia del ejecutivo, Rajoy manifestó en repetidas ocasiones que la Unión Europea era el tema prioritario de su política exterior y que, en consecuencia, lucharía por que España recuperase «el nivel de influencia e interlocución que le corresponde» (2011, 41), optando por desempeñar un papel activo e impulsor de la Estrategia Europea 2020.

			A principios de septiembre de 2014 el futuro presidente de la Comisión Europea, Jean-Claude Juncker, anunció que contaba con Miguel Arias Cañete como comisario de Energía y Clima para el periodo 2014-2019 si el ministro español salía bien parado del examen a que le sometería la Eurocámara en el plazo de unas semanas. Rajoy podía respirar aliviado, pues había conseguido mantener para España una comisaría de cierta relevancia. No obstante, nuestro país perdía en Bruselas la vicepresidencia que había ostentado hasta entonces, además de una comisaría determinante como era la de Asuntos Económicos y Competencia, ocupada por Joaquín Almunia. Con la crisis de Ucrania y las dificultades comunitarias de abastecimiento energético, la apuesta española por el gas argelino convierte a esta cartera en un elemento importante, aunque no debemos olvidar que Cañete dependerá de la vicepresidenta Alenka Bratusek, de nacionalidad eslovena.

			El desafío de superar la crisis económica continúa pesando sobre el futuro de los nuevos mandatarios de la Unión. El crecimiento del 0 por 100 en la Eurozona durante el segundo semestre de 2014, con Italia, Francia y Alemania con tasas negativas, es poco esperanzador. Eso sí, Juncker trató de dar un giro a la política de la austeridad, al menos en el acto de su investidura, celebrado el 22 de octubre, al prometer en el Parlamento que destinaría 300.000 millones de euros a inversiones y a la lucha contra el desempleo, sobre todo el juvenil. 

		

	
		
			CAPÍTULO 2

			ESPAÑA EN EL SIGLO DE LAS LUCES

			El siglo XVIII estuvo salpicado de guerras a lo largo y ancho de la geografía continental. La institucionalización del Estado moderno, con administraciones más sólidas y ejércitos más profesionales, reforzó la capacidad de los gobernantes para controlar sus territorios y aspirar a dominar otros. Sin embargo, debemos considerar que en este panorama de fragmentación y enfrentamiento también actuaba un concepto unificador de Europa en el ámbito cultural, que llevaría al maestro Federico Chabod a describirla como «corpus en sí misma, con características políticas, sociales y culturales propias, con tradición propia que resplandece a lo largo de [...] la historia humana: esta es la Europa que nace de las meditaciones de los hombres de la Ilustración» (1967, 143).

			El juego de fuerzas había variado respecto a siglos anteriores y un ejemplo claro es el de España: si bien continuaba siendo un imperio gracias a sus posesiones ultramarinas, había sufrido la amputación de sus dominios europeos por el Tratado de Utrecht, un tratado que reconocía su justificación en el equilibrio de poder (justum potentiae equilibrium). Las tensiones entre unos Estados consolidados, con apetito de influencia sobre el tablero continental, forjaron en la teoría y en la práctica el principio del equilibrio europeo; tensiones y guerras ocurridas mientras se producía el extraordinario avance de las Luces. La aportación española a la realidad europea no fue menor. Durante el siglo XVII la posición de España había sido frecuentemente interpretada como el plato de la balanza que contrapesaba a Francia, mientras Inglaterra figuraba como el fiel. En nuestra opinión, más allá de las realidades estatales, celosas de su soberanía y de sus intereses, Europa aparecía como el equilibrio necesario para mantener el orden, tendencia reforzada desde la Guerra de Sucesión española, a partir de cuyas consecuencias el país pasó de ser plato de la balanza a ser su fiel (Diz, 2000, 145). En efecto, al margen del sentimiento más o menos generalizado de decadencia, España continuó desempeñando un papel relevante en el juego diplomático europeo del Siglo de las Luces. Un repaso mental siquiera breve de los conflictos, negociaciones y embajadas a lo largo de aquella centuria demuestra la activa participación española aun cuando con fortuna diversa. Los diferentes pactos de familia con Francia, el interés por modificar en parte las repercusiones de la Paz de Utrecht y, por supuesto, el permanente y sordo antagonismo con Inglaterra son solo algunos ejemplos de la intervención, unas veces como protagonista y otras como actor invitado, del Gobierno de Madrid en el concierto continental de las naciones.

			En el caso del tercer pacto de familia, al fundamentar una alianza entre Francia, España, Parma y Dos Sicilias, iba más allá de un mero acuerdo de índole familiar —pues agrupaba una serie de territorios de la Europa meridional unidos bajo una estrategia tanto militar como económica— para convertirse en una «expresión de un gran proyecto político, impulsado ciertamente por la urgencia de un objetivo vital: la salvaguardia del equilibrio americano y el contraste de la hegemonía naval y mercantil de los ingleses» (Jover, 1999, 106). Por tanto, el Pacto marcaba los límites de una suerte de sistema subregional en el Viejo Continente, estrechamente relacionado con los intereses que se dirimían en el Mediterráneo, pero también con la dimensión atlántica, que tanto preocupaba a España. La amistad con Francia, aprovechando su fuerza en el mar, permitía abrigar esperanzas de contener a Inglaterra. No debemos olvidar la duración del Pacto a lo largo de las últimas décadas del siglo XVIII, desde 1761 hasta 1808, si bien con un paréntesis entre 1793 y 1796 debido al estallido de la guerra francoespañola tras el asesinato de Luis XVI.

			Esta Europa en equilibrio, aunque fuera inestable, presuponía la existencia de naciones gobernadas por la idea de limitar el poder del resto y pretería el principio de la hegemonía de una o de varias, una idea difundida por los teóricos españoles del momento. Abundan en este sentido, por poner tan solo dos ejemplos, las Cartas económico-políticas al conde de Lerena de León de Arroyal (Cartas, 1971, 83-84 y 87) y la Instrucción reservada, de 1787, del conde de Floridablanca. Para este último el vecino del Norte podía ser el mejor y el peor aliado de España, por lo que se debían cuidar extremadamente las relaciones con él y apartar de los gobernantes la tentación de apostar por la ruina de Inglaterra, que resultaría fatal por el excesivo protagonismo que cobraría entonces el país galo (1952, 263).

			Si Europa era fundamentalmente una unidad cultural, como proclamaban, entre otros, Montesquieu y Voltaire, no era solamente cultura. Con razón escribe Paloma García Picazo: «La Europa ilustrada se veía como un cuerpo político, unitario por varios principios comunes —civilización, progreso, razón— y dividido en varios organismos estatales» (2008, 159); Estados estrechamente vinculados unos con otros, e, incluso, dependientes unos de otros, como desarrollaría en sus escritos Montesquieu. Por eso, el juego político del equilibrio de fuerzas hacía explícitas la voluntad de entendimiento y la búsqueda de la paz sobre la base de principios de derecho público comunes a pesar de las diferencias nacionales.

			Existiría, pues, un sistema político europeo (Chabod, 1967, 143) al que no fueron ajenas las reflexiones desde España ya desde la Paz de Westfalia, punto final de la catastrófica Guerra de los Treinta Años. A ella aludieron en repetidas ocasiones los tratados posteriores, interpretada correctamente como principio del mencionado «derecho público europeo» (Casado Raigón, 2009, 23). En definitiva, esta base jurídica en función de la cual podían entenderse los Estados partícipes del sistema europeo buscaba tanto alejar el fantasma de una fuerza hegemónica como servir de acicate para la paz y eliminar la posibilidad de que estallasen nuevos conflictos devastadores.

			Europa es así percibida por los ilustrados españoles como un cuerpo unitario consolidado a largo de los siglos bajo unos principios culturales comunes, forjado a través de las distintas comunidades nacionales e incluso articulado por mecanismos políticos que estas comparten. Ahí radica la posibilidad real de que en un futuro Europa se organice mediante fórmulas federales con el fin de establecer una convivencia duradera que disipe las ancestrales rivalidades entre países a los que une mucho más de lo que los separa. En su Tratado teórico-práctico de enseñanza, de 1804, escribía Jovellanos:

			¿Quién no ve que el progreso de la instrucción conduciría algún día primero a las naciones ilustradas de Europa y al fin a toda la tierra en una confederación general, cuyo objeto sea mantener a cada una en el goce de las ventajas que debió al Cielo, y conservar entre todas una paz inviolable y perpetua? (1951, 255).

			La intención pedagógica del asturiano iba dirigida a la formación de la persona, del buen ciudadano instruido en los saberes más importantes, como medio de conformar una sociedad más culta, profundamente moralizada y capaz, en consecuencia, de amar el orden y progreso conducentes a la paz y al bienestar.

			En definitiva, estos eran los ideales de la nueva Europa, mosaico de naciones unidas por una extensa base común en los diferentes aspectos de la vida tanto pública como privada. Si la instrucción conforma el fundamento del progreso social, la extensión del conocimiento a todas las capas sociales fortalecerá el espíritu de colaboración entre los hombres. El camino de la razón conduce inexorablemente a erradicar tópicos, medias verdades y visiones sesgadas de la realidad; el saber no solo perfecciona al individuo, sino que también lo impulsa a conocer mejor a sus semejantes al margen de las fronteras, a crear ciudadanos conscientes, con características comunes en los países europeos. Frente al súbdito sometido a todo tipo de limitaciones y diferencias, la ciudadanía es ya un concepto unitario, moderno, europeo. El ciudadano lo es de una nación, pero esta condición lleva en sí implícitos elementos que lo llevan a fraternizar con todos los ciudadanos del mundo. Europa, como escribe Alejandro Diz al hilo de un texto escrito por Antonio de Capmany en 1773, aparece en el siglo XVIII «sobre la base de una unidad superior por encima de esas mismas naciones, es decir, una Europa como un todo, distinta de la visión de Europa del siglo anterior, que se basaba fundamentalmente en la rivalidad y en el odio entre los pueblos» (2000, 396).

			La nación constituyó la forma de comunidad más propia de la Europa dieciochesca, fortalecida por la Ilustración. Esta afirmación no contradice el espíritu unitivo del ideal europeísta. El robustecimiento del sentimiento nacional, tan vinculado a la noción de ciudadanía, era compatible con la asunción de pertenencia a un sustrato común europeo. Sin duda, esto era así porque el patriotismo del siglo es amplio de miras, abierto; a la nación o patria se le profesa «un amor racional y consciente, que nada tiene que ver con el amor irracional que exhibiría el nacionalismo alemán y que será, a partir de entonces, la marca del nacionalismo» (Iglesias, 2008, 426). De esta forma, los ilustrados españoles, valorando la historia del país, no caen sin embargo en el ensimismamiento y el canto a las glorias pasadas. Conscientes de la pérdida de influencia real de España en el mundo, reflexionan sobre aquella para sobreponerse edificando —o soñando con edificar—, en consonancia con los avances europeos, un futuro más próspero para la nación.

			El europeísmo español del siglo XVIII no constituye, pues, una particularidad extravagante, exclusiva de unos cuantos cultivados que pensaban y actuaban casi al margen de la sociedad. La Ilustración española muestra su variedad de enfoques, aportes e interpretaciones sobre el ser y el devenir de Europa perfectamente homologables y reconocibles en el resto del continente. Sobre los fundamentos comunes, los pensadores españoles contribuyeron a la reflexión general agregando sus conclusiones particulares en los diferentes ámbitos del conocimiento, depurando métodos, asimilando en su caso las enseñanzas del exterior, matizándolas y enriqueciéndolas. España no fue una excepción dentro de la modernidad del siglo XVIII europeo: como cualquier país, aportó su forma de observar y analizar la realidad utilizando los instrumentos racionales propios del momento.

			Las décadas finales del siglo XVIII fueron especialmente convulsas en España. La muerte de Carlos III, el gran rey reformador, en 1788 —a las puertas de la Revolución en Francia— dejó un vacío que no pudo mitigar su sucesor, Carlos IV. El contexto crítico no favoreció a este, preocupado por la deriva que pudiera tomar el país. El temor a la revolución invadía la Corte: no fueron, pues, buenos tiempos para los ilustrados partidarios de profundizar en la obra iniciada por el padre del nuevo monarca. Con todo, y a pesar del conocido cordón sanitario puesto en marcha por Floridablanca, de la revitalización del Santo Oficio y del control sobre la población extranjera, continuaron los debates y las disputas políticas y culturales. En ellos se entrecruzaban, mezclaban o repelían las defensas del racionalismo y del prerromanticismo, todavía enmarcadas en el gran movimiento de la Ilustración. El pluralismo dentro de las diversas interpretaciones y reinterpretaciones de la cultura española constituía la vertiente nacional del sustrato unitivo europeo, consolidado a lo largo del siglo.

			Los acontecimientos revolucionarios en Francia no tuvieron una influencia directa, determinante, en suelo español. Sin duda, la crítica ilustrada a la situación del país se agudizó en algunos aspectos, pero la repercusión de 1789 fue a más largo plazo. Ello no obstante, y como demostró Antonio Elorza hace ya varias décadas, tanto en obras teóricas como en informes concretos pensadores y empleados del Estado habían defendido, antes del estallido de la Revolución, determinadas libertades en el ámbito comercial, económico, político y cultural. En consonancia con lo que ocurría en otras partes de Europa, la reprobación de actitudes y comportamientos despóticos en los gobernantes con el fin de proporcionar nuevas perspectivas para el ejercicio del poder fue un fenómeno también extendido en la publicística española. De esta manera, cuestiones centrales para el debate decimonónico, como fueron las derivadas de la libertad de pensamiento y de acción, estuvieron muy presentes en los planteamientos españoles de reforma dentro de aquel escenario de inquietudes colectivas vivido en Europa, y lo mismo sucedió con las críticas a la monarquía absoluta y al excesivo peso de la religión en la vida pública (Maravall, 1967).

			Europeizar era elevar la tolerancia a categoría para desterrar los fanatismos, promover la libertad de pensamiento en un sentido amplio y fomentar la educación, además de importar y asimilar los logros científicos y tecnológicos con el fin de —a partir de esta asunción de los nuevos conocimientos— construir ciencia desde España con la misma eficacia que desde Europa. Lejos de la intención de la mayoría de los ilustrados españoles quedaba la mera emulación de lo extranjero, la moda por lo de fuera. El cambio de mentalidad y de comportamiento, la mejora en los sistemas productivos, el estudio sosegado de los avances en las diversas materias que afectaban a la economía diaria, todo ello sustentaría la recuperación de España, terminando con la decadencia y con las críticas de allende las fronteras sobre el estado actual de cosas. Curar las enfermedades de las que la patria adolecía serviría para incorporarla definitivamente al progreso europeo, al cual estaba llamada a cooperar.

			Por supuesto, las diferencias entre unas naciones y otras eran en ocasiones muy abruptas y en España, como en otros lugares, una parte sustancial de la población —así como de la propia elite del Gobierno— fue inmune a la nueva mentalidad:

			La Ilustración fue la aventura espiritual de unos pocos miles de españoles [...], dispersos por toda la geografía peninsular, pero agrupados de preferencia en la Corte y en ciertas plazas mercantiles [...]. La minoría ilustrada era, según todos los indicios, una pequeña minoría (Domínguez Ortiz, 1976, 494).

			Lo anterior no fue óbice, sin embargo, para que en las últimas décadas del siglo las tendencias innovadoras, si bien con retraso respecto a territorios más avanzados, se enseñorearan del panorama cultural. Nuevos principios, nuevos valores, nuevas formas de conciencia, desarrolladas con desigual fortuna en la siguiente centuria, contribuirían a modelar el ideal europeísta. Como referente, Europa resultó decisiva para la Ilustración española.

			EUROPA COMO CIVILIZACIÓN, PROGRESO Y RAZÓN EN LOS ILUSTRADOS ESPAÑOLES


			La Reforma protestante y su contrapartida católica habían de tener una profunda y dilatada influencia en Europa. Para muchos de los españoles cultivados que vivieron en el Siglo de las Luces aquellos dos hitos habían marcado el inicio de una trayectoria diferente para España, cada vez más alejada de una parte del Viejo Continente cuya evolución histórica desde entonces se mostraría mucho más fructífera. Esta percepción condicionaba su forma de pensar y de afrontar la realidad que vivían. Sin olvidar los componentes de la tradición española, los ilustrados se lanzarían a conjugar los aspectos más beneficiosos de esta con los logros de la innovación europea, agregando además algunos elementos de su propia cosecha para evitar caer en servilismos tan detestables como el falso patriotismo o la obnubilación por lo extranjero. 

			La Ilustración «había penetrado en España más de lo que habían sospechado sus antiguos gobernantes» (Varela, 1988, 206). El entusiasmo por viajar ganó a la elite del pensamiento español, que recorrió Europa a la búsqueda de lo novedoso, aunque dentro de su propio país encontraba por ello un ambiente generalmente hostil. No obstante, resultó indudable la vinculación con las tendencias culturales y científicas más avanzadas del continente, siempre con el límite impuesto por la profunda conciencia católica y el apoyo a la Monarquía de la mayor parte de nuestros ilustrados. Esto explica que se apartasen de los postulados revolucionarios y que triunfara el reformismo borbónico con el objetivo de mejorar la vida de los súbditos y así preservar e incluso fortalecer el poder regio.

			Europa es el foco de atención permanente. Cualquier español culto de la época mostraba inquietud por su situación política, económica o cultural. Interesan los avances científicos y las formas literarias, pero también las modas y las costumbres. Además, no hay ilustrado que no se preocupe por conocer la opinión que sobre los españoles existe en los países europeos. España conservaba todavía una parte de su esplendor pretérito y, en consecuencia, a pesar de los cambios en el eje del poder continental, contaba mucho en aquel escenario como potencia transatlántica: al concluir el siglo era la tercera en fuerza naval y tenía la segunda cabaña lanar más grande en un mundo agrario donde empezaban a llegar los cambios.

			Lejos quedan ya las polémicas, a veces esencialistas, sobre la existencia o ausencia de una Ilustración española. Está bien probada la implicación de nuestros pensadores en los grandes temas del siglo, su conocimiento de los asuntos intelectuales que se ventilaban en Europa y el afán que sentían de ser escuchados y atendidas sus aportaciones. En este sentido, estamos muy de acuerdo con la tesis de Sarrailh (1957), recordando en este punto a Marañón, de que el Siglo de las Luces en España no fue sustancialmente diferente de lo que fue en el resto de Europa, aunque sus rasgos característicos resultaron más endebles en nuestro caso.

			Tampoco se produjo un corte radical con la etapa anterior. Las Luces aparecieron ligadas a las tendencias aperturistas de los novatores, muchas de cuyas huellas encontramos impresas en la actitud ante la ciencia, la historia y la literatura en los primeros ilustrados, caso de Gregorio Mayans y Siscar (1699-1781). Al margen de su ingente producción en la crítica histórica, la historia de la lengua y la literatura y la reflexión teológica, entre otros saberes, Mayans dedicó mucho tiempo de su vida a profundizar en el conocimiento de la cultura europea en un sentido lato. No solo en sus estancias en Madrid y Barcelona, sino, sobre todo, en el largo periodo de apartamiento en su Oliva natal, durante un cuarto de siglo —entre 1739 y 1766—, mantuvo un infatigable intercambio epistolar con lo más granado del pensamiento europeo. Demostraba así la posibilidad de trascender los estrechos marcos locales a través del permanente flujo de ideas. Grasset, Muratorio y Voltaire valoraron las aportaciones a los diferentes campos científicos de un Mayans situado entre lo más selecto de la cultura europea de la primera mitad del siglo XVIII. La separación entre el desarrollo de la cultura en España y el resto de Europa, herida sangrante para Mayans, solo se resolvería abriendo las puertas a los avances continentales desde una actitud también crítica para evitar imitaciones tan vacuas como podía serlo el mantener certezas adquiridas por la tradición. En el objetivo de todas sus miradas estaba la preocupación por la enseñanza —tanto por el método como por el contenido— que le acompañó durante su trayectoria vital. Rigor, orden e inquietud intelectual constituían el bagaje novedoso a la vez que necesario para afrontar el reto que suponía acercar la ciencia española a la Europa más avanzada. Afirmaba el valenciano con frecuencia la inferioridad española en el terreno científico y tecnológico y animaba a los estudiosos a mejorar su carrera académica e investigadora en universidades europeas. Con todo, Mayans, entusiasta de la cultura del Viejo Continente, no estaba cegado por el brillo, en ocasiones también falso, de la ciencia que se hacía más allá de nuestras fronteras (Mestre, 1976, 135).

			Unos años antes, en una línea similar, el padre Benito Jerónimo Feijoo (1676-1764) había abordado con amplitud la crítica ilustrada a la actualidad de España. Como sería muy frecuente poco más tarde, el benedictino plantea sin ambages y de forma sistemática las deficiencias que observa en los sistemas educativo y político y, en general, en el campo del pensamiento. La manera de enfocar los temas desde esta perspectiva ilustrada pretende actuar de revulsivo para la nación, puesto que al acometer la crítica esta se ve seguida inmediatamente de una solución alternativa. La actitud abierta de Feijoo ante los problemas concretos anticipa las propuestas plenamente reformistas de las últimas décadas del siglo XVIII, y lo hace con una proyección europea. Así, la consideración de la Monarquía como instrumento para hacer felices a los súbditos, no para guerrear ni someter a otras naciones, entra de lleno en el fenómeno del despotismo ilustrado. La felicidad de la población, esto es, la procura de su bienestar socioeconómico y de su educación, constituye una empresa reformadora que trasciende el ámbito español para convertirse en un anhelo de toda Europa. Feijoo, hombre de su tiempo, atribuye esta capacidad de renovación a la mente de pensadores cuya actuación estaría apoyada, además de auspiciada, por un monarca sabio. De esta forma el espíritu de la Ilustración hacía compatible la felicidad social y la individual, el ideal kantiano de paz y prosperidad de los pueblos:

			Esta idea de felicidad con sus dos caras, con su honda raíz de solidaridad, que imponía a los gobernantes, según la mentalidad ilustrada, obligaciones de promover la prosperidad de todos y de cada uno, llevaba consigo una tendencia a expandir la felicidad de cada cual (Maravall, 1991, 173).

			La batalla de Feijoo contra la pobreza intelectual, contra los estereotipos y falsedades tan extendidos por la España que critica, no podía tolerar tópicos como el de que estuviera profundamente atrasada frente a una Europa avanzada en todos los terrenos. Su modo de indagar, de sacar a la superficie y rebatir formas obsoletas de pensar en tantas materias, introduce un método crítico, propio de la modernidad europea pero a la vez compatible con una de las trayectorias históricas de nuestro país.

			Los ilustrados tienen confianza en el futuro de España, en que esté más atenta a la trayectoria de Europa, consciente de su unidad fundamental; esta elite culta y reformada entiende por fin que la condición de ser español conlleva la de europeo (Jover Zamora, 1965, 5). Apertura a Europa, relación estrecha con los avances producidos en el continente, integración sin abandonar el imperio de la fe católica constituían los arietes del pensamiento renovador español a los efectos que nos ocupan. Aquí radica el componente de moderación de sus principios actuantes, la apuesta por el progreso paulatino y su mirada a Europa. Ese novedoso horizonte cultural fundamentado en el intercambio y la comunicación intelectual permanentes forjaba el europeísmo dieciochesco. En una carta dirigida a Alexander Jardine, cónsul inglés en La Coruña, y fechada el 3 de julio de 1794, Jovellanos ofrecía con hondura la esencia de su compromiso ilustrado, además de liberal, al enlazar con la decimonónica idea de progreso: «Creo que una nación que se ilustra puede hacer grandes reformas sin sangre y creo que para ilustrarse tampoco sea necesaria la rebelión [...]. Es necesario llevar el progreso por sus grados» (cit. en Marichal, 1971, 167-168). El cambio, la mudanza, la transformación, sinónimos del progreso en aquella mentalidad preliberal, debían limitarse para ajustar sus potenciales beneficios a la realidad; como concepto clave del ideal europeísta del asturiano, no cabe considerar el progreso en abstracto: para la buena marcha de Europa convenía acomodarlo a las exigencias de cada país.

			[image: eti0008037.tif]

			Gaspar Melchor de Jovellanos, prototipo de ilustrado español.

			Jovellanos, «probablemente —parafraseando a Menéndez Pelayo— el alma más hermosa de la España moderna», percibe con nitidez la trascendencia del comercio de las ideas entre las mentes ilustradas del continente como paso necesario para fundar sobre pilares sólidos la paz entre los europeos. Al igual que los padres fundadores de las Comunidades siglo y medio después, la fatídica experiencia de las guerras y sus nefastas consecuencias para el progreso de la civilización fueron un inestimable referente para saber lo que no había que hacer. La noción de una unidad cultural europea estaba extendida entre los variados representantes del movimiento ilustrado. Subyacía el juego de espejos entre las diversas manifestaciones nacionales y el componente unitario, con sus contradicciones y diferencias, pero, indudablemente, las elites cultivadas conocían e intercambiaban sus formas de acercarse al arte, a la literatura, a la ciencia. La europeización discurría con fuerza, entreverada por las peculiaridades propias de los territorios, fundiéndose unas veces, alejándose otras, pero nunca separadas por completo. La aproximación al otro, el interés por el flujo de ideas y saberes creó ese espacio común en un intento de superar las trágicas consecuencias de las guerras. En el caso español encontramos este espíritu abierto e ilustrado en las hermosas palabras del historiador decimonónico Antonio Ferrer del Río sobre Feijoo: «Todo el anhelo de que es capaz un alma expansiva y una ambición recta dedicó el ilustre monje a poner a España en contacto intelectual con Europa» (1856, 171). Un anhelo seguido por sus colegas extranjeros, que vertieron sus obras a las principales lenguas.

			Leandro Fernández de Moratín (1760-1828) representa a la perfección este espíritu inquieto y cosmopolita de la época. Impenitente viajero, su modo de percibir y analizar las realidades socioculturales por las que transita entre el final de la década de los ochenta y el de la de los noventa constituye una mirada capaz de comparar, de criticar, de mostrar la unidad sustancial del Viejo Continente. Moratín es ese «europeo en Europa», como le denominó Julián Marías. Todo lo observa, lo analiza, lo disecciona para otorgarle un valor o para criticarlo. Así podemos seguir, bajo su prisma, la forma en que la situación española evolucionaba pareja o no a la de sus vecinos. A lo largo de sus estancias, con una marcada mentalidad moderna, confirma cómo aquello que experimenta, lee o simplemente observa en otros parajes le hace modificar su manera de pensar, le conduce a plantearse nuevas posibilidades. Europa constituye su marco de referencia y dentro de él construye y reconstruye sus ideas sobre la cultura, las leyes o los sentimientos vitales.

			Ponz, Moratín y cualquiera de los viajeros españoles que tomemos en consideración tienen conciencia, cada uno de ellos, de ser uno más en los países que visitan. No se sienten en absoluto ajenos a las formas culturales de vida del resto de Europa. Hablan con gente, frecuentan cafés y museos, recorren los viejos monumentos y los nuevos edificios de viviendas, formando parte del cuadro sobre el que reflexionan. Critican costumbres o exponen su parecer sobre literatura y política, pero sin la animosidad propia de quien desprecia lo ajeno por el mero hecho de serlo. Sin duda, entre los viajeros dieciochescos prevalece el gusto por comparar realidades que, aun cuando sean diferentes, mantienen una unidad de base: la cultura europea los une, los hace sentirse como en casa (Marías, 1985, 12).

			La misma unidad afirma en las Cartas marruecas José de Cadalso (1741-1782), reconociendo las diferencias particulares de los territorios: «Observaré las costumbres de este pueblo, notando las que son comunes con las de otros países de Europa y las que le son peculiares» (1935, 60). Es más: Cadalso confiere un valor especial a la diferencia, al carácter propio de cada pueblo, cuya entidad es de mayor envergadura que el sustrato común europeo. Cadalso no emprende ninguna cruzada contra lo extranjero, sino contra lo extranjerizante, esto es, contra la consideración extendida entre sus coetáneos de la superioridad de lo ajeno, de lo «europeo», una moda tan censurable como el casticismo cerril. La uniformidad pretendida por algunos países o prohombres resulta siempre empobrecedora, pero no así la base común forjada durante siglos por las ricas aportaciones provenientes de toda Europa.

			En 1793 habían aparecido publicadas en Madrid en forma de libro estas Cartas marruecas, compuestas casi dos décadas antes, en 1774. La obra organiza una serie de cartas supuestamente intercambiadas entre tres personajes: Gazel, un muchacho del séquito del embajador marroquí; Ben-Beley, su maestro, que continúa en África, y el amigo de aquel, el español Nuño Núñez. A nadie pasa desapercibida la similitud en forma y contenido con las Cartas persas de Montesquieu, concebidas dentro del gusto dieciochesco por realizar juicios sobre los habitantes y las costumbres de los países europeos a partir de la visión que de ellos obtenían imaginarios viajeros de otros continentes, a quienes se les suponía mayor objetividad que a los del lugar, sometidos a la presión de tópicos e intencionadas falsedades. Dicha objetividad y el contraste de pareceres sobre la historia y la actualidad de España, es decir, la posibilidad de un pensamiento libre y fundamentado en la realidad, evitarían la perpetuación de tradiciones espurias, de rivalidades nocivas por absurdas, fomentando un espíritu crítico en conexión con el existente en otras latitudes de Europa. Nos interesa señalar aquí la interpretación que hizo Russell P. Sebold sobre la idea cadalsiana del «hombre de bien» reflejada en las Cartas, ideal, en nuestra opinión, del nuevo europeo, cosmopolita, consciente de la responsabilidad de conocer, respetar y valorar lo bueno de otras culturas, así como de condenar lo reprobable, sin dejarse llevar por prejuicios asentados después de siglos: un hombre con

			un sistema moral basado en la «probidad» más bien que en la caridad cristiana; una tendencia racionalista en cuestiones relativas a la religión y la superstición religiosa; una insistencia en la moderación y el justo medio; la subordinación del yo a la sociedad; y la idea de felicidad para todos los hombres como meta alcanzable a través de la mutua comprensión y la tolerancia (1974, 203-204).

			Las Cartas marruecas constituyen, por tanto, otro ejemplo palmario de honda preocupación por la actualidad de España y por la imagen que proyectaba sobre la Europa de su tiempo, abogando por que se cambien formas de actuar y se desarrollen políticas concretas, con la mirada puesta en Europa pero siempre subrayando lo que de positivo hay que valorar en la trayectoria de España como país. Crítico con las costumbres nacionales, apuesta por reformarlas, por incorporar modos europeos, sin violentar lo propio. Bien expresó Juan Marichal esta morigeración: «En realidad, los hombres como Cadalso no aspiraban a remover la conciencia popular, sino más bien a pretender apaciguarla y dominarla con la ejemplaridad humana del decoro neoclásico» (1971, 158). Como tantos ilustrados, Cadalso pugna por trasladar sus ideas a la práctica en un combate interior desigual por la imposibilidad absoluta de transformar la realidad, pero no cae en el exabrupto ni tampoco en el radicalismo. El progreso, con la paulatina renovación de lo útil y la eliminación de lo superfluo, cumplirá finalmente su función de europeizar los usos españoles en lo que sea verdaderamente necesario.

			Cadalso llama a una suerte de ciudadanía europea, universal, fundamentada sobre la razón y la búsqueda del bien común frente a rivalidades extenuantes y aniquiladoras. Esta reforma moral, íntima, del individuo preludia la voluntad transformadora del despotismo ilustrado, en cuyas capacidades todavía confía el gaditano para embarcar a España por la senda del progreso europeo. Nuestro autor no busca la imitación, el argumento fácil de colocar en Europa lo más eximio y en España el puesto de cola, sino que considera que la idiosincrasia del país exige respuestas propias, adecuadas a la realidad nacional, si bien en contacto permanente con la razón crítica desarrollada en Europa. Su exacerbada conciencia de los problemas que atenazaban a España y la necesidad de diálogo con Europa le hacen precursor de los noventayochistas angustiados; con ellos comparte «[...] la conciencia de que siendo Europa modelo de buen gobierno, de normas e innovaciones provechosas, no puede sustraerse, sin embargo, a la fuerza de la tradición nacional que asegura la identidad personal y humana de su espíritu» (Reyes Cano, 1984, 35). En las noventa cartas, una «Nota» y una «Protesta literaria» Cadalso da cuenta de la amplitud de sus intereses. El análisis de las costumbres, de las actitudes y aspiraciones de los grupos sociales y de la escasa cualificación de instituciones como colegios y universidades se une a consideraciones sobre la lengua y literatura españolas, reflexiones sobre el pasado nacional y cuestiones de índole moral. El doble contrapunto a las observaciones críticas de la realidad española es siempre, por un lado, el recuerdo de episodios de nuestra historia, en ocasiones magnificadas para hacer más visible el contraste, y, por otro, Europa.

			Las ideas económicas o sociales más avanzadas que el autor ha podido conocer en sus viajes gracias a su espíritu cosmopolita le sirven también para meditar sobre la situación de su país y para comprobar las diferencias no solo entre España y el resto de Europa, sino entre los restantes países europeos. En la Carta II, en el inicio mismo de la obra, Gazel afirma:

			Los europeos no parecen vecinos. Aunque la exterioridad los haya uniformado en mesas, teatros y paseos, ejércitos y lujo, no obstante, las leyes, vicios, virtudes y gobiernos son sumamente diversos, y por consiguiente las costumbres propias de cada nación [también lo son] (Cadalso, 2000, 155).

			Cadalso es, sin duda, uno de los autores de su generación que con más claridad percibe el carácter fundamentalmente plural de Europa a partir del sustrato unitario que le confiere su cultura; «reúnese en su obra —acaso mejor que en otra alguna— todo el espíritu de aquella centuria» (Azorín, 1976, 59). En su obra busca resaltar lo mejor del carácter, de las tradiciones, de la realidad española y sumar a este fondo nacional el progreso ilustrado europeo; rechaza con vehemencia la falsa idea de que todo lo proveniente de allende las fronteras constituye el epítome de la modernidad, pues lo extranjero puede ser igualmente deleznable. El planteamiento se asemeja al de Campomanes en su Discurso sobre la educación popular, de 1776, cuando, con serenidad frente a tantas modas impostadas, escribía en el Apéndice:

			De cada nación debemos imitar lo mejor que hace: de esa suerte con ser meros copiantes de sus adelantamientos por ahora, reteniendo lo bueno que tengamos, acomodándoles a nuestros usos, llegaremos a estar al nivel de las demás naciones en breve tiempo [...] (cit. en Diz, 2000, 482).

			Los españoles deben trabajar con ahínco para superar el atraso respecto de Europa, un atraso flagrante en las ciencias prácticas. La Carta LXXVIII ofrece esta respuesta basada en la laboriosidad para lograr el progreso general del país: con empeño y esfuerzo, en pocas décadas España alcanzará el nivel científico-técnico de la Europa más desarrollada. Basta de importar inventos; es hora de descubrir por nosotros mismos. Integrando, y no meramente emulando, lo mejor del espíritu científico europeo en los valores propios del pensamiento español, el país avanzará al compás del Viejo Continente. En el reconocimiento y valoración de lo propio y ajeno radica la grandeza europea. M.ª Victoria López-Cordón lo ha expresado con claridad:

			A lo largo del siglo XVIII se van configurando en España unas corrientes intelectuales que se adecuan perfectamente a las que dominan en el resto del continente. En ellas la consideración de Europa como un espacio cultural y político juega un papel substancial y de ahí el impulso coordinado que se opera en ambos frentes (1992, 57).

			Unos años después de que Cadalso redactara sus Cartas marruecas, en la década de los ochenta, los ilustrados críticos con la política y la economía del país ponían las bases teóricas del liberalismo español; concretamente, entre 1781 y 1787, en las páginas de El Censor. La influencia de las ideas más vanguardistas de la Europa de la época quedaban reflejadas en el periódico editado por Luis García del Cañuelo, si bien con la cautela que se requería para evitar las prohibiciones. La vinculación de la propiedad como freno al progreso, la ignorancia, el atavismo de ciertas costumbres, la intolerancia y la desigualdad forman parte del elenco de realidades frente a las cuales los ilustrados proponían actuar para favorecer un cambio renovador en línea, evidentemente, con el liberalismo europeo. El cierre, decretado por Carlos IV, a cuanto viniera de Francia —y, por extensión, del resto de Europa— desde la Revolución de 1789 neutralizó el normal desarrollo de la actividad intelectual, pero no podría erradicar las ideas de reforma; es más, en gran parte contribuiría a radicalizarlas. El humus cultural ilustrado y preliberal europeo no desaparecerá del horizonte español. Los medios escritos —en gran medida, la prensa y los folletos que circulan por doquier— muestran un permanente estado de alerta por saber qué se dice en el resto de países sobre España, sobre sus contribuciones en el pasado y en el presente, sobre su potencialidad futura, sobre su incardinación en el devenir europeo.
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